[image: image1.png]


​
CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN  CUARTA

Consejero ponente: HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS
Bogotá, D.C., Doce (12) de julio de dos mil doce (2012)
Radicación: 
250002327000200691369-01

No Interno:
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Demandante:
COLMINAS S.A.

Demandado:
MUNICIPIO DE CUCUNUBÁ

Asunto:
ACCIÓN DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

F A L L O

La Sala decide el recurso de apelación interpuesto por el apoderado del Municipio de Cucunubá contra la sentencia del 12 de noviembre de 2008, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que falló lo siguiente:  

“1. DECLÁRASE no probada la excepción de “Falta de Agotamiento de la Vía Gubernativa”, propuesta por el apoderado judicial de la entidad demandada. 

2. ANÚLASE la Liquidación Oficial de Revisión No. 002 de 11 de septiembre de 2006, proferida por el Tesorero Municipal de Cucunubá, Cundinamarca, por medio de la cual modifica la declaración presentada por COLMINAS S.A. NIT. 830.081.168-6, del impuesto de industria y comercio por el año gravable 2002.

3. DECLÁRASE en firme la declaración del impuesto de industria y comercio, por el año gravable 2002, presentada por COLMINAS S.A. NIT. 830.08.168-6, el 25 de octubre de 2005. 

4. No se condena en costas por cuanto no aparecen probadas. 

5. En firme esta providencia y hechas las anotaciones correspondientes, archívese el expediente, previa devolución de los antecedentes administrativos a la oficina de origen, y de gastos del proceso a la parte demandante, si a ello hubiera lugar. Déjense las constancias del caso.”

ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS

El 21 de septiembre de 2005, la Tesorería Municipal de Cucunubá emitió en contra de COLMINAS el emplazamiento previo por no declarar N° 021, por el impuesto de industria y comercio de los períodos gravables 2001, 2002, 2003 y 2004. 

El 25 de octubre de 2005, la demandante presentó las declaraciones de industria y comercio correspondientes a los años 2001, 2002, 2003 y 2004.

El 13 de marzo de 2006, la Tesorería Municipal emitió el emplazamiento para corregir N° 002.

 El 16 de mayo de 2006, la Tesorería Municipal profirió los requerimientos especiales N° 001, 002, 003 y 004.

Previa respuesta de los anteriores requerimientos, la Tesorería Municipal formuló las Liquidaciones Oficiales de Revisión N° 001, 002, 003 y 004, mediante las que modificó las declaraciones privadas del ICA de los años 2001, 2002, 2003 y 2004 de la demandante, en la forma propuesta en los requerimientos especiales. 

La parte actora demandó la nulidad de la Liquidación Oficial de Revisión N° 002, exclusivamente, correspondiente al año 2002.
ANTECEDENTES PROCESALES

LA DEMANDA

La sociedad COLMINAS S.A., a través de apoderado judicial, formuló las siguientes pretensiones: 

“Que se declare la nulidad de la Liquidación Oficial de Revisión No. 002 con fecha del 11 de septiembre de 2006, expedida por la Tesorería del Municipio de Cucunubá-Cundinamarca, por medio de la cual “modifica mediante LIQUIDACIÓN OFICIAL DE REVISIÓN, la Liquidación Privada presentada por la sociedad COLMINAS S.A., por el Periodo Gravable de 2002,…”

Que a título de restablecimiento del derecho se declare que COLMINAS S.A. para el periodo 2002 no está obligada a pagar los mayores valores liquidados oficialmente a título de sanción por extemporaneidad así como a título de sanción por inexactitud liquidada.” 

Invocó como disposiciones violadas las siguientes: 

- Artículo 707 del Estatuto Tributario

- Artículos 66 de la Ley 383 de 1997 y 59 de la Ley 788 de 2002

- Artículos 55 y 56 del Acuerdo Municipal 019 de 1993

- Artículo 39, numeral 2º, literales b) y c) de la Ley 14 de 1983

- Artículos 229 y 231 de la Ley 685 de 2001 (Código de Minas)

- Artículos 4º y 338 de la Constitución Política

- Artículo 66 del Código Contencioso Administrativo

En síntesis, las causales de nulidad que propuso la parte actora fueron los siguientes:

· Violación directa del artículo 707 del Estatuto Tributario
Dijo que el Municipio de Cucunubá violó el artículo 707 del Estatuto Tributario, por falta de aplicación. Dijo que conforme con ese artículo, los contribuyentes cuentan con 3 meses para responder el requerimiento especial, pero que, sin embargo, en el Requerimiento Especial N°  002, concedió tan sólo un término de 15 días. 

Indicó que a pesar de que respondió el requerimiento dentro de los 15 días que le fueron concedidos, la anterior irregularidad se le puso de presente al municipio en ese momento. 

La demandante sostuvo que conforme con el artículo 730 E.T., la pretermisión del término para contestar el requerimiento especial constituye causal de nulidad de la liquidación oficial. Que, en el caso, el municipio pretermitió el plazo, pues si bien lo otorgó, lo hizo violando el artículo 707 E.T.

Puso de presente que, en el momento en que respondió el requerimiento especial, le dijo a la administración municipal que había olvidado que a partir de la Ley 383 de 1997, reiterada por la Ley 788 de 2002, todas las entidades territoriales tenían que ajustar sus procedimientos en materia tributaria a lo reglado en el Estatuto Tributario Nacional. 

· Violación directa de los artículos 66 de la Ley 388 de 1997 y 59 de la Ley 788 de 2002

La demandante afirmó que la liquidación oficial acusada impuso las sanciones por extemporaneidad y por inexactitud de los artículos 642 y 647 del E.T., con fundamento en la facultad que le otorgan las Leyes 383 de 1997 y 788 de 2002. 

Que, sin embargo, en virtud del principio de predeterminación tributaria, los artículos 66 y 59 de las Leyes 383 de 1997 y 788 de 2002, respectivamente, no pueden ser aplicados directamente en materia sancionatoria, ya que si bien ya hay una autorización legal del Congreso para adoptar las sanciones del Estatuto Tributario Nacional, es deber de los órganos de representación colegiada determinar los elementos de las sanciones, atendiendo su naturaleza y el carácter punitivo. 

Transcribió apartes de la sentencia del Consejo de Estado, Sección Cuarta, del 10 de noviembre de 2000, expediente 10870, que, según dijo, habría considerado que la imposición de sanciones es un tema de derecho sustancial, sujeto a los principios de reserva legal y predeterminación tributaria.

Indicó que no era procedente que el municipio de Cucunubá, acogiendo el inciso segundo del artículo 642 E.T., hubiera liquidado la sanción por extemporaneidad sobre la totalidad de los ingresos nacionales brutos que percibió la actora, a pesar de que la normativa del municipio no ha adoptado una sanción cuando el impuesto a cargo es cero. Además, dijo que la totalidad de los ingresos brutos a que alude el artículo 642 ibídem, se enmarca en el contexto de los impuestos que toman una base gravable de carácter nacional. 

Adujo que la base para liquidar la sanción por extemporaneidad en el impuesto de industria y comercio está conformada por los ingresos originados en la actividad desarrollada en la respectiva jurisdicción municipal.
· Violación directa de los artículos 55 y 56 del Acuerdo 019 de 1993

La demandante precisó que el municipio violó los artículos 55 y 56 del Acuerdo 019 de 1993, por falta de aplicación. Dijo que estos artículos regularon las sanciones por inexactitud y extemporaneidad y que, por tanto, al existir norma especial en el municipio, no era procedente que los actos impusieran las sanciones establecidas en los artículos 642 y 647 del E.T. 

Sobre la sanción por extemporaneidad, sostuvo que el artículo 56 del Acuerdo 019 no previó una base subsidiaria para liquidar la sanción cuando no hubiera impuesto a cargo, como sí lo hace el artículo 642 del E.T., no aplicable al caso. 

En cuanto a la sanción por inexactitud, indicó que no era procedente aplicar el artículo 647 E.T., toda vez que se requería que el Concejo Municipal adoptare las sanciones y las amoldara a los impuestos locales; de tal manera que la liquidación debía hacerse sobre la “alícuota” del 100% (artículo 55 Acuerdo 019 de 1993) y no del 160% (artículo 647 ibídem). 

Dijo que la administración municipal liquidó la sanción por inexactitud sobre la base de la sanción por extemporaneidad, siendo que la norma municipal establece que la sanción se liquida sobre el impuesto anual dejado de pagar. Agregó que ni el artículo 647 del E.T. ni el artículo 55 del Acuerdo 019 establecen que la sanción se liquide sobre otras sanciones; que, por el contrario, se liquida sobre el impuesto anual. 

Sostuvo que en el caso no se cumplieron los presupuestos del artículo 55 del Acuerdo 019 de 1993, para imponer la sanción por inexactitud: omisión de ingresos gravables, inclusión de descuentos, exenciones o deducciones inexistentes. Que, por el contrario, COLMINAS incluyó en la declaración del impuesto de industria y comercio ICA ingresos gravados, que, posteriormente, el municipio trató como deducciones aceptadas. 

Afirmó que el Estatuto Tributario Nacional no se aplica de pleno derecho en materia sancionatoria, toda vez que es necesario que el Municipio adecúe ese estatuto a las condiciones del municipio de Cucunubá. 

· Violación directa del artículo 39, numeral 2º, literal b) de la Ley 14 de 1983
Después de citar apartes de doctrina del Consejo de Estado
, indicó que un no contribuyente del impuesto no tiene que cumplir con las obligaciones tributarias sustanciales, ni tampoco tiene que cumplir con las obligaciones tributarias instrumentales o formales. También dijo que no se puede sancionar a una persona no contribuyente por incumplir un deber formal, pues, como tal, no existe una relación jurídica tributaria entre los sujetos de la obligación. 

Agregó que el mismo Consejo de Estado ha dicho que cuando un contribuyente no tiene a su cargo impuesto alguno (por no ser sujeto pasivo de la obligación), tampoco puede afirmarse que tenga que cumplir con los deberes formales complementarios del impuesto, en la medida en que aquellos son derivados del carácter de sujeto pasivo del tributo. 

Sostuvo que el concepto de la Dirección de Apoyo Fiscal del Ministerio de Hacienda No. 010031-05 del 14 de abril de 2005, invocado en los actos acusados, no es aplicable al caso, pues dicho documento se limita a afirmar que las obligaciones formales son independientes de la obligación sustancial de pago. Agregó que, por el contrario, el argumento gira en torno a que, conforme con el artículo 39 de la Ley 14 de 1983, no es posible gravar a quienes realicen las actividades allí señaladas. 

En concreto, consideró que si COLMINAS no era sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio en el municipio de Cucunubá, mucho menos estaba obligado a cumplir con la obligación formal de declarar el impuesto. 

Con respecto a la no sujeción al impuesto, dijo que la empresa realiza los procesos productivos de explotación y extracción de carbón para su exportación. Añadió que COLMINAS no es sujeto pasivo del ICA por el hecho de la entrega o venta de su producción a sociedades de comercialización internacional, caso en el cual se presume que COLMINAS, productor local, ha efectuado una venta de exportación. 

Para probar que COLMINAS es un exportador indirecto en los términos del artículo 1º del Decreto 1740 de 1994, dijo que anexó cierto certificado suscrito por el Revisor Fiscal de la Comercializadora Internacional a la que la sociedad vende su producción, y en el que se señala que para el año 2002 la Comercializadora Internacional COLCARBÓN compró a COLMINAS 26.981,56 toneladas métricas de carbón, destinadas a la exportación. 

Sostuvo que el hecho de que COLMINAS haya presentado la declaración del ICA en cuestión, no significa que haya aceptado que era sujeto pasivo de la obligación, sino que lo hizo para evitar mayores discusiones con la administración municipal. 

· Violación directa del artículo 39, numeral 2º, literal c) de la Ley 14 de 1983 y de los artículos 229 y 231 de la Ley 685 de 2001 (Código de Minas)

La demandante afirmó que los actos acusados violaron los artículos 39 de la Ley 14 de 1983 y 231 del Código de Minas, que disponen que la actividad minera no podrá ser gravada con impuestos municipales, en particular con el ICA. 

Indicó que los actos acusados dejan en claro que la explotación de minerales está excluida del pago del ICA,  pero que dicha actividad no quedó exonerada del cumplimiento de los deberes formales asociados al mismo. Sin embargo, para la demandante, cuando la ley establece que la actividad minera no está gravada con el impuesto, tal exclusión se aplica respecto de la obligación sustancial de pago como también del cumplimiento de los deberes formales asociados al impuesto. Citó sentencias del Consejo de Estado en que, a su juicio, sostiene que los sujetos amparados por las prohibiciones del artículo 39 de la Ley 14 de 1983 se encuentran exonerados del cumplimiento de deber formal alguno. 

Explicó que COLMINAS no es titular de la concesión minera. Que el titular de la concesión es la sociedad TINJACÁ LEÓN MINAS MONTECRISTO S. EN C., pero que COLMINAS, mediante un contrato con dicha sociedad, explota y extrae el mineral. Agregó que COLMINAS, tal y como lo certificó el Revisor Fiscal, es la que paga las regalías, por la cual, es considerada como no sujeto del ICA. 

Frente al supuesto de que las regalías pagadas sean superiores al impuesto de industria y comercio que se haya podido generar en el municipio, señaló que COLMINAS paga una regalía del 5% sobre el precio en boca de mina del carbón que extrae, suma que resultará siempre superior al impuesto que se hubiera podido generar, considerando que la máxima tarifa prevista por el municipio asciende al 10 por mil. 

· Violación indirecta de los artículos 4º y 338 de la Constitución Política
La parte actora sostuvo que si se aceptara la posición de que quienes están amparados en el artículo 39 de la Ley 14 de 1983 no están obligados al cumplimiento de deberes formales del impuesto, en todo caso, el artículo 8º del Acuerdo Municipal 019 de 1993, que regula el ICA en el municipio de Cucunubá, establece la obligatoriedad para los contribuyentes no sujetos de inscribirse en la Tesorería Municipal, así como la de presentar la declaración anual.

Dijo que “la Liquidación Oficial insiste que se encuentra amparada por el Acuerdo 019 de 1993 norma que si bien goza de la presunción de legalidad, dicha presunción encuentra su límite en la excepción de inconstitucionalidad establecida en el artículo 4º de la Carta, pues por más que el Acuerdo esté amparado por una presunción de legalidad, el municipio ni puede desconocer que su actuar está limitado por la ley de conformidad con el artículo 338 superior, disposición que con este  proceder se ve violentamente vulnerada por lo que procede inaplicar la norma local y preferir la constitucional, (…)”

Dijo que las normas en que se apoyaron los actos acusados violaron directamente la Ley 14 de 1983, puesto que los contribuyentes a quienes se le aplica quedan sujetos a la imposición de sanciones que ni siquiera han sido previstas en el acuerdo local, lo que claramente atenta contra el principio de predeterminación tributaria. 

· Desviación de poder y falsa motivación
Dijo que el Municipio incurrió en desviación de poder porque desconoció que en materia sancionatoria administrativa debe partirse siempre de bases reales y no del querer o el buen entender del funcionario público. 

Dijo que no es cierto, como lo adujo el Municipio demandado, que quienes no están sujetos al impuesto de industria y comercio están en la obligación de presentar la declaración de ICA, así no tengan que pagarlo. Que, aplicar el artículo 66 del C.C.A. con el fin de imponer una sanción abiertamente ilegal no es otra cosa que desviar el contenido de la norma al interés particular del municipio. Que pretender la aplicación directa de los artículos 642 y 647 del E.T. desnaturaliza el contenido de los artículos 66 y 59 de la Ley 383 de 1997 y 788 de 2002, respectivamente. 

Por último, dijo que el Municipio incurrió en falsa motivación, porque no aplicó el Acuerdo Municipal 019 de 1993 en materia de sanciones, así como el procedimiento administrativo, de conformidad con la ley.

Agregó que la falsa motivación se concretó en relación con la inaplicación del artículo 707 E.T., pues este artículo prevé un término, para contestar el requerimiento especial, superior al que fue concedido por el municipio demandado. Adicionalmente, porque dejó de aplicar las normas municipales que regulaban las sanciones por extemporaneidad y por inexactitud. 

SUSPENSIÓN PROVISIONAL

La sociedad demandante solicitó la suspensión provisional de los actos demandados, la que fue negada por el tribunal a quo mediante providencia del 25 de abril de 2007.
 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

El Municipio de Cucunubá, por intermedio de apoderado judicial, se opuso a las pretensiones de demanda.

Oposición a la primera causal de nulidad
En cuanto a la supuesta violación del artículo 707 E.T. dijo que los actos acusados se expidieron de conformidad con lo dispuesto en los artículos 88 de la Ley 14 de 1983 y 260 del Decreto 1333 de 1986, que remiten al Estatuto Tributario Nacional para la aplicación de las sanciones por mora en el pago del impuesto. 

Dijo que el procedimiento administrativo que culminó con los actos acusados se llevó a cabo en los términos de los artículos 702, 703 y 705 del E.T. 

Que en ejercicio de la facultad otorgada en el artículo 59 de la Ley 788 de 2002, la Tesorería del municipio simplificó el término para responder el requerimiento especial, que fue notificado a la demandante en debida forma. 

Que, por tanto, no se violó el artículo 707 E.T. ni tampoco se configuró ninguna de las causales de nulidad del artículo 730 del mismo ordenamiento. Que si hubiera existido alguna causal de nulidad, esta fue saneada por la demandante al responder oportunamente el requerimiento especial. 

Oposición a la segunda causal de nulidad
Dijo que la ley vigente al momento en que se expidieron los actos era la 788 de 2002 y no la 383 de 1997. 

Sostuvo que la Ley 788 dispone clara y expresamente que los municipios pueden aplicar los procedimientos establecidos en el Estatuto Tributario nacional para la administración, determinación, discusión, cobro, devoluciones y régimen sancionatorio de los impuestos que administran. 

Indicó que el municipio no desconoció el artículo 59 de la Ley 788, toda vez que, en el caso de la demandante, tuvo en cuenta el régimen sancionatorio del Estatuto Tributario Nacional. 

Aclaró que COLMINAS incluyó, equivocadamente, dentro de la base gravable del ICA por el período discutido, ingresos no operacionales.

Indicó que los actos acusados no desconocieron el artículo 647 E.T., sino que, por el contrario, se liquidó la sanción por inexactitud reducida de que trata el artículo 709 del mismo ordenamiento. 

Oposición a la tercera causal de nulidad
Dijo que la sanción se impuso, con fundamento en los artículos 55 y 56 del Acuerdo 019 de 1993, porque la parte actora no presentó oportunamente la declaración, y, además, omitió ingresos gravados.

Indicó que de presentarse contradicción entre los anteriores artículos y los artículos 642 y 647 del E.T., prevalecen éstos últimos. 

Agregó que no violó las normas invocadas por la actora y que tampoco se impuso una sanción ilegal, ya que ésta tuvo como fundamento los artículos 642 y 647 del E.T. 

Oposición a la cuarta causal de nulidad
Sostuvo que la demandante no fue clara al exponer la causal de nulidad, pues habló de violación directa de la ley, pero no indicó la ley, específicamente violada.

Dijo que los actos acusados no violaron lo dispuesto en el numeral segundo del artículo 39 de la Ley 14 de 1983, pues no se gravó una actividad exenta, sino que se sancionó a la demandante por los ingresos nooperacionales que declaró, que según el artículo 77 de la Ley 49 de 1990, no forman parte de la base gravable del ICA. Añadió que los ingresos gravados con el impuesto son únicamente los operacionales. Que, por esta razón, los ingresos de $ 9.457.000, correspondientes  a ingresos no operacionales, registrados en la declaración como gravados, se excluyen de la base gravable y se tomaron como deducibles. 

Sostuvo que la obligación de presentar la declaración del impuesto nace de lo dispuesto en el artículo 4º del Decreto 3070 de 1983, reglamentario de la Ley 14 de 1983, que establece que para efectos de excluir de la base gravable los ingresos provenientes de la venta de artículos de producción nacional, destinados a la exportación a que se refiere el literal b) del numeral segundo del artículo 39 de la citada Ley 14, se le exigirá al contribuyente el formulario único de exportación y una certificación de la respectiva administración de aduanas, en el sentido de que la mercancía sobre la que se solicita la exclusión de los ingresos brutos han salido del país. 

Reiteró que los actos demandados no violaron las normas invocadas, porque en ellos no se determina impuesto alguno, sino que se sancionó a la demandante por no cumplir con la obligación de declarar, emanada del Acuerdo 019 de 1993 y del artículo 4º del Decreto 3070 ibídem. 

Concluyó que COLMINAS debió presentar las declaraciones en debida forma, para así evitar los requerimientos que le fueron efectuados, junto con los formularios únicos de exportación y la respectiva certificación de la DIAN de que los ingresos fueron obtenidos por la exportación y así deducirlos de la base gravable. 

Oposición a la quinta causal de nulidad
Reiteró que los actos demandados no están gravando una actividad exenta, sino que sancionaron a la demandante por la inexactitud en que incurrió al declarar como gravados con el ICA ingresos no operacionales que, según el artículo 77 de la Ley 49 de 1990, no forman parte de la base gravable del impuesto, y por la presentación extemporánea de la declaración. 

En consecuencia, dijo que no se violó lo dispuesto en los artículos 39, numeral 2º, literal c)  de la Ley 14 de 1983 y 229 y 231 del Código de Minas. 

Oposición a la sexta causal de nulidad
El municipio sostuvo que las personas no sujetas al impuesto de industria y comercio no están obligadas a pagar el impuesto, pero si deben cumplir la obligación formal de presentar la declaración conforme con el Decreto 3070 de 1983 y el Acuerdo 019 de 1993. Consideró que el demandante interpretó indebidamente los artículos 8° y 22 del Acuerdo 019 de 1993. 

Consideró que el Acuerdo 019 de 1993 no violó precepto constitucional alguno, y que, por el contrario, goza del principio de legalidad. 

Oposición a la séptima causal de nulidad
Dijo que el cargo de violación no es claro. Reiteró que la sanción que se impuso a  la demandante se originó en el incumplimiento de la obligación de declarar en debida forma. 

En cuanto a la supuesta desviación de poder, indicó que el municipio no interpretó erróneamente, ni aplicó inadecuadamente la metodología y la técnica de hermenéutica jurídica, pues aplicó la norma tributaria en su contexto literal y a partir de la información que suministró COLMINAS. 

Indicó que era la demandante la que debió probar el origen de los ingresos. Que, sin embargo, en la respuesta al requerimiento especial se limitó  a cuestionar a hacer manifestaciones subjetivas y afirmaciones sin sustento probatorio. Dijo que la parte actora debió objetar los cargos que fueron formulados en el requerimiento especial. Que, como no lo hizo, el municipio formuló la liquidación oficial. 

Por último, sostuvo que los actos acusados estaban debidamente motivados y fundamentados en el artículo 338 de la Constitución Política, y en las Leyes 14 de 1983, 788 de 2002, en el Decreto 3070 de 1983 y en el Acuerdo 019 de 1993.

Propuso la excepción de inepta demanda por falta de agotamiento de la vía gubernativa. 

LA SENTENCIA APELADA

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca declaró no probada la excepción de falta de agotamiento de la vía gubernativa y anuló los actos acusados. A título de restablecimiento del derecho, declaró la firmeza de la declaración del impuesto de industria y comercio del año gravable 2002, presentada por la demandante. 

En concreto indicó: 

Que está demostrado que la demandante respondió el requerimiento especial en debida forma. Que, por lo tanto, podía prescindir del recurso de reconsideración y acudir directamente ante la jurisdicción para demandar los actos. 

Sobre la primera causal de nulidad
El tribunal dijo que no se violó el derecho al debido proceso de la actora, por cuanto si bien el municipio demandado concedió un término inferior al señalado en el artículo 707 del E.T. para responder el requerimiento especial, lo cierto es que dicho acto fue notificado en debida forma y respondido de manera oportuna. Para el Tribunal, la parte actora ejerció en debida forma el derecho de defensa. 

No prosperó esta causal de nulidad. 

Sobre la segunda y tercera causal de nulidad
Advirtió que el Municipio demandado impuso a la demandante la sanción por extemporaneidad, de conformidad con el inciso segundo del artículo 642 E.T., y la sanción por inexactitud, de acuerdo con el artículo 647 del mismo ordenamiento. 

Consideró que el municipio de Cucunubá debió imponer las sanciones por inexactitud y por extemporaneidad establecidas en los artículos 55 y 56 del Acuerdo 019 de 1993, y que no podía aplicar los artículos 642 y 647 del E.T. Que por tratarse de normas de carácter sustancial, el municipio no podía aplicar la base gravable de los impuestos nacionales para liquidar las sanciones, porque, según el mismo acuerdo, la base gravable del ICA está limitada a los ingresos originados dentro de su jurisdicción. 

En consecuencia, estas causales prosperaron.
Sobre la cuarta causal de nulidad
Estableció que la demandante desarrollaba actividades gravadas en el municipio de Cucunubá, como lo reconoció en la contestación del emplazamiento para declarar, razón por la que es sujeto pasivo del ICA y estaba obligada a presentar la declaración del impuesto. 

Con respecto a la exclusión del numeral 2º, literal b) del artículo 39 de la Ley 14 de 1983, advirtió que si bien es cierto que la parte actora no exporta directamente lo que produce, no se podía desconocer que vendió el producto a cierta sociedad comercializadora de carbón y que, por tanto, tal como lo había certificado el Revisor Fiscal de COLCARBÓN, los ingresos obtenidos por dicha actividad no podían gravarse con el ICA, pues al respecto existe la prohibición legal de que trata el artículo 39 de la Ley 14 de 1983. 

Prosperó esta causal ante el a quo
Por último, el tribunal, ante la prosperidad de los anteriores causales de nulidad, se abstuvo de analizar las demás. 

RECURSO DE APELACIÓN

El apoderado del municipio de Cucunubá interpuso recurso de apelación en contra de la decisión del Tribunal. Pidió revocar la decisión y, en su lugar, negar las pretensiones de la demanda. En concreto sostuvo:

 Que no se desconoció lo dispuesto en el artículo 59 de la Ley 788 de 2002, pues los actos acusados aplicaron el régimen sancionatorio establecido en los artículos 642 y 647 del Estatuto Tributario. 

Que en armonía con los artículos 79 de la Ley 223 de 1995 y 88 de la Ley 14 de 1983, el artículo 59 del Acuerdo Municipal 019 de 1993 estableció que en los casos de mora en el pago del ICA se aplicarían las sanciones establecidas para el caso del impuesto de renta, conforme con lo establecido en el artículo 88 de la Ley 14 de 1983. 

Que el Acuerdo 019 ibídem remite al Estatuto Tributario la aplicación de las sanciones, conforme lo establece la Ley 14 de 1983. En consecuencia, agregó, los actos acusados no eran contrarios al principio de legalidad. 

Que los ingresos que declaró COLMINAS son ingresos no operacionales. Que conforme con el artículo 77 de la Ley 49 de 1990 no hacen parte de la base gravable del impuesto. Esta situación, a su juicio, constituyó inexactitud sancionable. 

El municipio sostuvo que la obligación de presentar la declaración del impuesto nace de lo dispuesto en el artículo 4º del Decreto 3070 de 1983, reglamentario de la Ley 14 de 1983.

Que COLMINAS debió presentar las declaraciones en debida forma para así evitar los requerimientos que le fueron efectuados, junto con los formularios únicos de exportación y la respectiva certificación de la DIAN de que los ingresos fueron obtenidos por la exportación y así deducirlos de la base gravable. 

Que los actos demandados no están gravando una actividad exenta, sino que sancionan a la demandante por la inexactitud en que incurrió al declarar como gravados con el ICA ingresos no operacionales

Que ha sido el demandante el que interpretó indebidamente los artículos 8° y 22 del Acuerdo 019 de 1993. 

Que no existió desviación de poder ni falsa motivación en la actuación acusada. 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

COLMINAS sostuvo que el recurso de apelación interpuesto por el municipio demandado no aportó nada nuevo al proceso y sólo se limitó a reiterar los argumentos que esgrimió en la contestación de la demanda. 

El MUNICIPIO DE CUCUNUBÁ no intervino en esta etapa procesal. 

El MINISTERIO PÚBLICO conceptuó sobre el caso. Solicitó la confirmación de la sentencia apelada. 

Puso de presente que el recurso de apelación es una transcripción del escrito de contestación de la demanda y que el Municipio demandado no formuló cargos específicos contra la sentencia del Tribunal. 

Dijo que los artículos 55 y 56 del Acuerdo 019 de 1993, relativos a las sanciones, eran aplicables al caso concreto, toda vez que no se desvirtuó su carácter sustantivo ni la procedencia de su aplicación al caso. Que, por tanto, era errado afirmar que se aplicaron los artículos 642 y 647 del E.T., por remisión del artículo 59 de la Ley 788 de 2002. 

Sostuvo que el municipio interpretó de manera errada el artículo 22 del Acuerdo 019 de 1993, norma que establece que el ICA se liquidará sobre los ingresos o ventas brutas obtenidas por el contribuyente en el año anterior, excluyendo, entre otros, los ingresos provenientes de la venta de artículos de producción nacional destinados a la exportación. 

Indicó que pese a lo anterior, el municipio rechazó la depuración que hizo la demandante en la declaración privada, y tomó el total de los ingresos brutos que declaró como deducibles, para obtener una base gravable igual a cero y así aplicar la sanción del artículo 642 E.T., sin mayor explicación e insistiendo en que la base gravable es la establecida en el artículo 77 de la Ley 49 de 1990. 

Afirmó que existe también confusión del municipio cuando afirmó que en el dictamen pericial practicado se establecieron los ingresos brutos de la actora por $1.036.229.560, y que ese es el valor que debió declarar. Pero en la liquidación oficial demandada, el municipio mantuvo los ingresos declarados por $1.055.324.000.

Dijo que tampoco era procedente el requerimiento del municipio en el sentido de que la demandante debió presentar los formularios de exportación y la certificación de la administración, en que conste que los productos salieron del país, toda vez que no se está desconociendo el valor que la actora disminuyó de la base gravable, sino que le hizo una deducción mayor con el objeto de incrementar la sanción por extemporaneidad. 

Adujo que el artículo 59 del Acuerdo 019 de 1993, referido a la mora en el pago del impuesto, no es aplicable al caso concreto, porque no es un aspecto objeto de discusión. 

Indicó que no es cierto que la actora haya omitido ingresos gravados con el impuesto, ya que el municipio avaló los ingresos brutos que declaró COLMINAS. Que, en consecuencia, es improcedente la aplicación de la sanción del artículo 59 del Acuerdo 019 de 1993. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA

En los términos del recurso de apelación interpuesto por el municipio de Cucunubá, la Sala decidirá si se ajusta a derecho la Liquidación Oficial de Revisión No. 002 del 11 de septiembre de 2006, por medio de la cual, la Tesorería del Municipio de Cucunubá modificó la liquidación privada del Impuesto de Industria y Comercio del período gravable 2002, presentada por COLMINAS. 

Para el efecto, la Sala analizará: i) Si el municipio de Cucunubá violó los artículos 707 del E.T. por falta de aplicación y, 52 del Acuerdo 019 de 1993, por aplicación indebida  y, si, por tanto, el término con el que contaba la parte actora para responder el requerimiento especial era de 3 meses y no de 15; ii) Si la parte actora era sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio y si estaba obligada a presentar la declaración correspondiente, habida cuenta de que es una empresa que vende lo producido para la exportación, iii) Si el Municipio de Cucunubá violó los artículos 642 y 647 del E.T., por aplicación indebida, y si violó los artículos 55 y 56 del Acuerdo 019 de 1993, por falta de aplicación y, si por tanto, la parte actora era acreedora a las sanciones por inexactitud y extemporaneidad. 

1) DE LA VIOLACIÓN DEL ARTÍCULO 707 DEL E.T., POR FALTA DE APLICACIÓN, Y DEL 52 DEL ACUERDO 019 DE 1993, POR APLICACIÓN INDEBIDA. DEL TÉRMINO PARA RESPONDER EL REQUERIMIENTO ESPECIAL. DISPOSICIONES APLICABLES. 

COLMINAS alegó la violación del artículo 707 del E.T. por falta de aplicación, porque esta norma consagra el término de 3 meses para responder el requerimiento especial y, en el caso concreto, adujo que el Municipio de Cucunubá le concedió tan solo el plazo de 15 días, porque aplicó, de manera indebida, el artículo 52 del Acuerdo 019 de 1993. Además, dijo que conforme con el artículo 730 E.T., esta irregularidad constituye causal de nulidad de la liquidación oficial. 

El municipio de Cucunubá dijo que, conforme con el artículo 59 de la Ley 788 de 2002, estaba facultado para simplificar el término para responder el requerimiento especial. Agregó que de existir alguna de las causales de nulidad del artículo 730 E.T., ésta fue saneada por COLMINAS al haber respondido oportunamente el requerimiento. 

La Sala considera que si bien en el caso concreto está probado que el Municipio de Cucunubá no aplicó el artículo 707 del E.T., porque aplicó el artículo 52 del Acuerdo 019 de 1993, esta situación no da lugar a la declaratoria de nulidad de los actos acusados, puesto que la aplicación del artículo 52 del Acuerdo 019 de 1993 no fue indebida.

En efecto, en reiteradas oportunidades, la Sala Plena
 ha dicho que se infringe de manera directa la ley, por falta de aplicación, ya porque el juzgador ignora su existencia, o porque a pesar de que conoce la norma, tanto que la analiza o sopesa, sin embargo, no la aplica a la solución del caso. También ha dicho que esta forma de violación sucede cuando el juez acepta indebidamente una existencia ineficaz de la norma en el mundo jurídico, pues, realmente, no tiene validez en el tiempo o en el espacio. En los dos últimos supuestos, el juzgador puede examinar la norma pero cree, equivocadamente, que no es la aplicable al asunto que resuelve, evento en el cual se está ante un típico caso de violación por falta de aplicación, no de interpretación errónea, en razón de que la norma por no haber sido aplicada no trascendió al caso y no se hizo valer en la parte resolutiva de la sentencia.

Ahora bien, en cuanto a la aplicación indebida, la Sala Plena también ha dicho que se presenta cuando el precepto o preceptos jurídicos que se hacen valer se usan o aplican a pesar de no ser los pertinentes para resolver el asunto que es objeto de decisión. El error por aplicación indebida puede originarse por dos circunstancias: 1.- Porque el juzgador se equivoca al escoger la norma por inadecuada valoración del supuesto de hecho que la norma consagra y 2.- Porque no se establece de manera correcta la diferencia o la semejanza existente entre la hipótesis legal y la tesis del caso concreto
.

En el caso concreto, se presenta una aparente antinomia jurídica, porque, a juicio del demandante, hay dos preceptos legales que regulan el término previsto para responder el requerimiento especial, y sólo uno de ellos era aplicable al caso concreto: el Artículo 707 del E.T. 

La Sala considera que esa antinomia es aparente, por cuanto si bien al confrontar el artículo 707 del E.T. y el artículo 52 del Acuerdo 019 de 1993 se advierte que, el primero dispuso que el término para responder el requerimiento especial era de 3 meses, y el segundo dispuso que fuera tan sólo de 15 días, la norma aplicable al caso concreto era el artículo 52 del Acuerdo 059 de 1993, por las siguientes razones:
El Acuerdo 019 de 1993 adoptó las disposiciones generales en materia de impuesto de industria y comercio y de avisos de la Ley 14 de 1983 y sus decretos reglamentarios y estableció los procedimientos correspondientes para ser aplicados, exclusivamente, en la jurisdicción del Municipio de Cucunubá.

A la fecha de expedición de ese Acuerdo, nada dijo el legislador sobre la facultad de regulación que tenían las entidades territoriales para regular los procedimientos que podían adoptar para hacer efectivos los impuestos territoriales. 

Para la Sala, la ausencia de esa regulación no limitaba la autonomía fiscal de las entidades territoriales, autonomía que implica no sólo la facultad de regulación del impuesto, sino también, la facultad de regulación de los procedimientos, pues de nada sirve regular el impuesto en los términos de la ley, si no se regulan los procedimientos para hacer efectivo el impuesto. Con mayor razón, si esos procedimientos deben ajustarse a las necesidades y realidades de cada entidad territorial. En esa medida, el Acuerdo 019 de 1993 bien podía regular, como en efecto lo hizo, el procedimiento para hacer efectivo el impuesto de industria y comercio en la jurisdicción del Municipio de Cucunubá, 

Ahora bien, en pro de la unificación de los procedimientos y del régimen sancionatorio, el legislador decidió establecer parámetros que debían seguir las entidades territoriales.

Así, el artículo 66 de la Ley 383 de 1997 dispuso que los municipios y distritos, para efectos de las declaraciones tributarias y los procesos de fiscalización, liquidación oficial, imposición de sanciones, discusión y cobro relacionados con los impuestos administrados por ellos, aplicarán los procedimientos establecidos en el Estatuto Tributario para los impuestos del orden nacional.

Posteriormente, el artículo 59 de la Ley 788 de 2002 dispuso: 

“ARTÍCULO 59. PROCEDIMIENTO TRIBUTARIO TERRITORIAL. Los departamentos y municipios aplicarán los procedimientos establecidos en el Estatuto Tributario Nacional, para la administración, determinación, discusión, cobro, devoluciones, régimen sancionatorio incluida su imposición, a los impuestos por ellos administrados. Así mismo aplicarán el procedimiento administrativo de cobro a las multas, derechos y demás recursos territoriales. El monto de las sanciones y el término de la aplicación de los procedimientos anteriores, podrán disminuirse y simplificarse acorde con la naturaleza de sus tributos, y teniendo en cuenta la proporcionalidad de estas respecto del monto de los impuestos”.
Como se puede apreciar, la norma consagra un mandato imperativo a cargo de los departamentos y municipios, en cuanto utiliza la locución “aplicarán.”

Según dicho mandato, los departamentos y municipios deben aplicar los procedimientos establecidos en el Estatuto Tributario Nacional, para los siguientes efectos:

- Para la administración de impuestos territoriales

- Para la determinación de los impuestos territoriales

- Para la discusión de los impuestos territoriales

- Para el cobro de los impuestos territoriales 

- Para la devolución de los impuestos territoriales

- Para imponer sanciones referidas a los impuestos territoriales.

Como se ve, la norma es reiterativa, puesto que la Administración de impuestos del orden nacional, que regula el Estatuto Tributario y a que alude y remite el artículo 59 de la Ley 788 de 2002, comprende su recaudación, fiscalización, liquidación, discusión, cobro, devolución, sanción y todos los demás aspectos relacionados con el cumplimiento de las obligaciones tributarias.
 Por tanto, habría bastado que el legislador hubiera dicho que los departamentos y municipios deben administrar los impuestos territoriales conforme con los procedimientos establecidos en el Estatuto Tributario Nacional.

El artículo 59 de la Ley 788 de 2002 también previó una facultad a favor de los departamentos y municipios, puesto que utilizó la locución “podrán”
Y podrán, según esa facultad:

· Disminuir el monto de las sanciones, y

· Simplificar “el término de la aplicación de los procedimientos” que atañen a la administración de los impuestos territoriales.

En cuanto a la primera facultad, no le queda duda a la Sala de que los departamentos y municipios pueden disminuir el monto de las sanciones previstas en el Estatuto Tributario Nacional. Sin embargo, la facultad referida a la simplificación no es muy clara, pues alude a simplificar el término de aplicación de los procedimientos. La norma no alude a los términos que regulen cada uno de los procedimientos que conciernen a la administración de los impuestos territoriales, si no a uno solo y es el de “aplicación de los procedimientos”.

La redacción de la norma conduce a equívocos, puesto que como sólo hace alusión a un término, pareciera que se refiere al término para poner en práctica los procedimientos, si se tiene en cuenta que la locución aplicar significa: “Emplear, administrar o poner en práctica un conocimiento, medida o principio, a fin de obtener un determinado efecto o rendimiento en alguien o algo.”

Sin embargo, para la Sala, pese a la deficiente redacción de la norma, el artículo 59 de la Ley 788 de 2002 debe interpretarse en el sentido de que facultó a los municipios y departamentos para que simplifiquen los términos de todos los procedimientos
 que atañen a la administración de los impuestos territoriales. Eso se deduce de los antecedentes legislativos de la norma.

En efecto, en la Gaceta 398 de la Cámara de Representantes, contentiva del acta de presentación del proyecto de ley No. 80 de 2002― Cámara― que hizo el entonces Ministro de Hacienda y Crédito Público ante la plenaria de esa corporación celebrada el 24 de septiembre de 2002, se advierte que la propuesta original estaba orientada a los mismos fines antes dichos, esto es, a que las entidades territoriales aplicaran obligatoriamente el Estatuto Tributario Nacional, sólo que, para facilitar el cumplimiento de esa obligación, se facultaba al gobierno para que elaborara un “modelo de Estatuto Tributario territorial” que sirviera de marco orientador para la aprobación, por parte de las Asambleas y Concejos, de los correspondientes Estatutos Tributarios.

En ese contexto, podría interpretarse que “el término de aplicación de los procedimientos” a que alude el artículo 59 de la Ley 788 de 2002, sí podría haber estado referido al término para poner en práctica el procedimiento basado en el modelo de Estatuto Tributario territorial, más aún si dicho modelo iba a servir de parámetro a seguir en cuanto a la estructura de los procedimientos y, por ende, de los términos previstos para cada una de las etapas de tales procedimientos.

Sin embargo, el caso es que el artículo del proyecto de Ley 80 de 2002 ―Cámara― que había previsto la facultad para que el Gobierno expidiera el modelo de Estatuto Tributario territorial fue reemplazado por otra disposición
 que previó otorgar facultades extraordinarias al Gobierno nacional para que expidiera, ya no el estatuto modelo, sino “el régimen procedimental y sancionatorio de los tributos de las entidades territoriales consultando la estructura sustantiva de los mismos.”
Igual, bajo ese contexto, y habida cuenta de la contradicción evidente que quedaba planteada con la adopción de este artículo
, ―pues por un lado se obligaba a las entidades territoriales a adoptar el Estatuto Tributario Nacional y, por otra, se facultaba al Gobierno para expedir el estatuto territorial procedimental y sancionatorio―, podría haberse llegado a la conclusión de que  “el término de aplicación de los procedimientos” a que alude el artículo 59 de la Ley 788 de 2002, sí podría haber estado referido al término para poner en práctica “el régimen procedimental y sancionatorio de los tributos de las entidades territoriales consultando la estructura sustantiva de los mismos.”

No obstante, a instancia de que el Congreso no aprobó la propuesta de facultar al Gobierno para crear el estatuto modelo y que la disposición que facultó con medidas extraordinarias al Gobierno para expedir “el régimen procedimental y sancionatorio de los tributos de las entidades territoriales consultando la estructura sustantiva de los mismos”, fue declarada inexequible, es evidente que no es pertinente interpretar que “el término de aplicación de los procedimientos” se refiere al término para poner en práctica el procedimiento modelo o el régimen procedimental y sancionatorio. Por tanto, la frase “el término de aplicación de los procedimientos” a que alude el artículo 59 de la Ley 788 de 2002 debe entenderse referida a todos los términos de todos los procedimientos previstos en el Estatuto Tributario que regulan las etapas de la administración de los tributos nacionales. En esa medida, la facultad de simplificación debe entenderse en el sentido de que los municipios y departamentos pueden simplificar todos los procedimientos o mejor, reducir los términos previstos en el Estatuto Tributario nacional y que regulan las etapas de la Administración de los Tributos nacionales, precisamente para adaptar esos procedimientos y esos términos a las necesidades propias de las entidades territoriales y de los impuestos que éstas administran.

De hecho, para la Sala, ese fue el entendido con el que se propuso la norma desde un principio, y así se evidencia de los antecedentes legislativos de la misma, cuando el entonces Ministro de Hacienda y Crédito Público precisó:

“Finalmente, desde el punto de vista procedimental se ratifica la utilización del Estatuto Tributario Nacional, señalando textualmente los campos de aplicación, pero se otorga la posibilidad de modularlo en las entidades territoriales, acorde con la naturaleza de sus tributos. 

La extensión del procedimiento tributario nacional cobijando tasas, sanciones y multas entre otros, soluciona un grave problema actual acerca de la aplicación del esquema sancionatorio en las entidades territoriales, porque los contribuyentes alegan en su favor, la interpretación según la cual sólo es aplicable el estatuto tributario nacional en lo procedimental. Los tributaristas en general consideran lo sancionatorio como no procedimental, luego la parte sancionatoria o adolece de procedimiento, o entra en una discusión acerca de cuál es la normatividad aplicable, permitiendo la elusión y dificultando el cobro de los tributos.

De otra parte, la opción de modular las sanciones y los términos del procedimiento buscando simplificarlo y disminuirlas, solucionaría el problema que se presenta al trasladar mecánicamente un esquema diseñado para manejar Renta e IVA y no para impuestos del orden territorial como el Impuesto de Vehículos Automotores o los impuestos al consumo. (…)”

Así también lo reiteró la Corte Constitucional
 cuando dijo que la aplicación de las normas procedimentales que establece el Estatuto Tributario Nacional a las entidades territoriales tiene la finalidad de unificar a nivel nacional el régimen procedimental, lo que no excluye las reglamentaciones expedidas por las asambleas departamentales y por los concejos distritales y municipales, en relación con los tributos y contribuciones que éstos administran. El artículo 59 de la Ley 788 ibídem, agregó la Corte, “deja a salvo la facultad de las entidades territoriales de disminuir el monto de las sanciones y simplificar los procedimientos, dependiendo de la naturaleza de los tributos y la proporcionalidad de las sanciones respecto del monto de los impuestos.  Entonces, no se trata de una interferencia ilimitada del legislador, sino de una interferencia razonable, orientada a la promoción de procedimientos tributarios equitativos para los administrados y eficaces para la administración y susceptible de adecuarse a las connotaciones propias de la materia tributaria a cargo de esas entidades.”

Por lo tanto, para la Sala, si bien la redacción del artículo 59 de la Ley 788 no es muy clara, la intención del legislador siempre fue la de unificar los procedimientos y el régimen sancionatorio de los impuestos territoriales. Además, facultar a las entidades territoriales para que simplifiquen los procedimientos y, por tanto, disminuyan los términos, acorde con la naturaleza de los tributos locales y las condiciones particulares de esas entidades.

En ese orden, lo propio habría sido que en vigencia de la Ley 383 de 1997, las entidades territoriales ajustaran los Acuerdos u Ordenanzas a las previsiones del Título V del Estatuto Tributario. 
En vigencia de la Ley 788 de 2002, como las entidades territoriales quedaron facultadas para disminuir y simplificar el monto de las sanciones y los términos de los procedimientos, para la Sala esa facultad pudo haberse ejercido inmediatamente, pero también puede ejercerse en cualquier tiempo o no ejercerse.

Lo anterior, por cuanto, muchas entidades territoriales adoptaron el procedimiento tributario nacional incluso mucho antes de que entrara en vigencia la Ley 383 de 1997. Y, en aquellos casos en que se adviertan posibles antinomias entre los estatutos o normas de procedimiento territorial vigentes y el estatuto tributario nacional, habrá que analizar sí la antinomia alude a la simplificación del procedimiento pues, para la Sala, a partir de la entrada en vigencia de la Ley 788 de 2002, los estatutos o normas territoriales que regulen los procedimientos tributarios quedarían convalidados en virtud de la expedición de esa Ley, que, por ser norma de procedimiento, se aplica de manera inmediata
.

En esa medida, si las actuaciones administrativas tributarias iniciaron en vigencia de la Ley 788 de 2002 y tales actuaciones se fundamentaron en acuerdos municipales o distritales u ordenanzas departamentales que regulan procedimientos simplificados, los actos administrativos particulares y concretos derivados de esas actuaciones administrativas no son nulas por expedición irregular o por falta de aplicación del estatuto tributario nacional, si se expidieron y aplicaron con fundamento en la norma territorial que reguló procedimientos simplificados. 
Tratándose del régimen sancionatorio, la Ley 788 de 2002 facultó a las entidades territoriales para que disminuyeran el monto de las sanciones ya previstas en el estatuto tributario nacional. 

Sin embargo, la facultad otorgada a los municipios en el sentido de disminuir el monto de las sanciones no puede ser interpretada de manera restrictiva.

En efecto, la facultad de las entidades territoriales de disminuir el monto de las sanciones debe entenderse referida a aquellas sanciones que son compatibles con los impuestos territoriales, dada la especialidad y particularidad de tales impuestos.

Y la compatibilidad con el régimen sancionatorio nacional se mide por el paralelismo de forma de los impuestos, es decir, se mide por aquello que se predica tanto del impuesto nacional como del impuesto territorial. Así, por ejemplo, como cuando se exige la presentación de la declaración tributaria, obligación que se predica de ciertos impuestos nacionales, como el de renta o ventas, y de ciertos impuestos territoriales, como el de industria y comercio. 

En estos casos, entonces, se deberá verificar que la norma territorial no establezca una sanción mayor a la contemplada en el estatuto tributario nacional. Solo en el caso de que la norma territorial establezca una sanción mayor a la prevista en el estatuto tributario nacional, la norma territorial será inaplicable.

Cuando no es posible establecer la compatibilidad, porque no hay un paralelismo de formas que permita hacerlo, las entidades territoriales tienen autonomía para regular el régimen sancionatorio de los impuestos territoriales que no resulten compatibles con los impuestos nacionales. En estos eventos, la norma aplicable siempre será la territorial y, en ausencia de regulación, no habría lugar a aplicar por analogía las sanciones previstas en el estatuto tributario, puesto que esa analogía, en virtud del derecho al debido proceso y de defensa, pero sobre todo, en virtud del principio de legalidad que exige la tipificación previa de la infracción y de la sanción, está proscrita en materia sancionatoria.

De manera que, en el análisis de los casos concretos, se debe tener en cuenta la fecha en que ocurrieron los hechos tipificadores de infracción administrativa tributaria y si la norma que se aplicó al caso concreto era la preexistente a la ocurrencia del hecho sancionado, todo eso para estudiar la nulidad de los actos demandados. 

En esa medida, es posible hallar actos administrativos de carácter particular y concreto fundamentados en acuerdos municipales o distritales, o en ordenanzas departamentales expedidos con anterioridad a la Ley 788 de 2002 y, por lo mismo, que no será pertinente la aplicación del régimen sancionatorio del estatuto tributario nacional. En principio, esos actos serían válidos.

Ahora bien, si los hechos tipificadores de la infracción ocurrieron en vigencia de la Ley 788 de 2002, los actos administrativos de carácter particular y concreto pueden fundamentarse en normas de carácter territorial pese a la coexistencia del estatuto tributario nacional. Sin embargo, si el estatuto tributario nacional prevé sanciones más favorables que sean compatibles con el impuesto territorial, por principio de favorabilidad, la norma a aplicar será el estatuto tributario nacional. 
En ausencia de esa compatibilidad, se aplicará la norma territorial. Y, en ausencia de norma territorial que tipifique la falta, no habrá lugar a sanción alguna, porque, se reitera, no es posible aplicar el régimen sancionatorio del estatuto tributario por simple analogía. Las entidades territoriales deben contar con las normas suficientes para regular todo lo concerniente al régimen tributario.

Se concluye, entonces, que el régimen jurídico tributario de las entidades territoriales es mixto, pues está conformado por las normas locales y por las normas nacionales. Ese régimen mixto debe ser interpretado atendiendo los principios de razonabilidad y armonía, todo eso en un contexto de autonomía relativa territorial.

Análisis del caso concreto
En el contexto expuesto, en el caso en examen está probado que el Municipio de Cucunubá no adecuó el estatuto de rentas municipales como se lo inquirió la Ley 383 de 1997, ni simplificó los procedimientos como se lo facultó la ley 788 de 2002. Pero no por eso, el Acuerdo 019 de 1993 es inaplicable o contrario al Estatuto Tributario. Por el contrario, si se analiza ese Acuerdo, concretamente el artículo 52, a la luz del artículo 59 de la Ley 788 de 2002, la Sala advierte que se ajusta a sus preceptos, pues es indiscutible que en vigencia de esa disposición, los términos de los procedimientos para hacer efectivos los impuestos territoriales, pueden ser menores a los previstos en el Estatuto Tributario Nacional. Luego, no resulta extraño que el artículo 707
 del E.T. señale que el término para responder el requerimiento especial sea de 3 meses y el artículo 52
  del Acuerdo 019 de 1993 diga que es de 15 días.

En esa medida, el Acuerdo 019 de 1993  es la norma especial que rige el impuesto de industria y comercio en el Municipio de Cucunubá, y, por tanto, es la norma aplicable al caso concreto. En consecuencia, no se configura la casual de nulidad aludida por la parte actora, en cuando dijo que se violó también el artículo 730 del E.T. porque se le pretermitió el plazo para responder el requerimiento. No prospera la apelación, en este punto.

2) DE SI LA PARTE ACTORA ERA SUJETO PASIVO DEL IMPUESTO DE INDUSTRIA Y COMERCIO Y SI ESTABA OBLIGADA A PRESENTAR LA DECLARACIÓN CORRESPONDIENTE.

El municipio de Cucunubá dijo que los actos acusados no violaron lo dispuesto en el numeral segundo, literal b), del artículo 39 de la Ley 14 de 1983, pues no se gravó una actividad exenta, sino que sancionó a la demandante por la inexactitud en que incurrió al declarar ingresos operacionales que no hacen parte de la base gravable del impuesto de industria y comercio, según el artículo 77 de la Ley 49 de 1990, y por presentar la declaración del impuesto extemporáneamente. Sostuvo que la obligación de presentar la declaración del impuesto nace de lo dispuesto en el artículo 4º del Decreto 3070 de 1983 y del Acuerdo 019 de 1993. 

Por su parte, la parte actora indicó que no es sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio en el municipio de Cucunubá, por desarrollar las actividades descritas en los literales b) y c) del artículo 39 de la Ley 14 de 1983, y por ende, tampoco está obligada a presentar la declaración correspondiente. Para la demandante, el hecho de que la Ley 14 de 1983 y la Ley 685 de 2001 excluyan la actividad minera del impuesto de industria y comercio, se extiende también a la de presentar la declaración, aun cuando el Acuerdo 019 de 1993 prevea lo contrario. 

A partir de lo anterior, la Sala, en principio, verificará cuál es el objeto principal que desarrolla COLMINAS, conforme con el certificado de existencia y representación legal aportado al proceso, para luego establecer si se adecúa a las definiciones del Acuerdo 019 de 1993 para considerarla sujeto pasivo del ICA en el municipio de Cucunubá.  Así mismo, y en caso de resultar positivo lo anterior, se definirá si estaba o no obligada a declarar el impuesto. 

El Acuerdo 019 de 1993 reguló el Impuesto de Industria y Comercio y Avisos en el municipio de Cucunubá. El artículo 1º del acuerdo señala que el impuesto recae sobre todas las actividades comerciales, industriales y de servicios que ejerzan en el municipio, directa o indirectamente, las personas naturales, jurídicas o sociedades de hecho, de forma permanente u ocasional, en establecimientos de comercio o sin ellos. 

Por su parte, los artículos segundo, tercero y cuarto del citado acuerdo definen las actividades industriales, comerciales y de servicios.  Toma como actividades industriales aquellas dedicadas “a la producción, extracción, confección, preparación, conservación, transformación, manufactura y ensamblaje de cualquier clase de materiales o bienes. Por actividades comerciales, aquellas dedicadas al expendio, compraventa o distribución de bienes o mercancías, al por mayor o al por menor, y las demás definidas como tales por el Código de Comercio, siempre y cuando no estén consideradas como actividades industriales o de servicios”. Y, finalmente, define como actividades de servicio “aquellas dedicadas a satisfacer las necesidades de la comunidad mediante la realización de las siguientes análogas actividades: expendio de bebidas y comidas, restaurantes, cafés, hoteles, casas de huéspedes, moteles, amoblados, transporte terrestre, urbano, aéreo o similar, aparcaderos, formas de intermediación comercial, tales como corretaje, la comisión, los mandatos, la compraventa y administración de inmuebles, servicios de publicidad y medios de comunicación, radio y televisión, clubes sociales, sitios de recreación, salones de belleza, peluquerías, porterías, servicios funerarios, talleres de reparaciones eléctricas, mecánicas automoviliarias o afines, talleres o centros de sincronización, balanceo, rectificación de rines, servitecas, montallantas, lavado de vehículo, polichado, engrase, cambiaderos de aceite, lavanderías, limpieza y latonerías, salas de cine y arrendamiento de películas y de todo tipo de reproducciones que contengan audiovideo, arrendamiento de toda clase de bienes, muebles, servicios de clínicas, laboratorios, academias, colegios particulares, y los servicios de consultoría profesional prestados a través de sociedades regulares o de hecho.” 

El artículo 7º del Acuerdo, en particular, estableció que “no serán sujetos pasivos del impuesto de industria y comercio los casos contemplados en el artículo 39 de la Ley 14 de 1.983” 
.  Es decir, estableció que en el municipio de Cucunubá no están gravadas con el impuesto de industria y comercio las siguientes actividades
:


a. La producción primaria, agrícola, ganadera y avícola, sin que se incluyan en esta prohibición las fabricas de productos alimenticios o toda industria donde haya un proceso de transformación por elemental que ésta sea; 
b. Los “artículos” de producción nacional destinados a la exportación.
c. La explotación de canteras y minas diferentes de sal, esmeraldas y metales preciosos, cuando las regalías o participaciones para el municipio sean iguales o superiores a lo que corresponderá pagar por concepto del impuesto de industria y comercio; 
d. La primera etapa de transformación realizada en predios rurales cuando se trate de actividades de producción agropecuaria, con excepción de toda industria donde haya una transformación por elemental que ésta sea;
e. Las actividades que realizaba el desaparecido Instituto de Mercadeo Agropecuario, Idema.
El artículo 8° del acuerdo establece que las personas naturales, jurídicas o sociedades de hecho que realicen actividades no gravadas (prohibiciones del artículo 39 de la Ley 14 de 1983) o exentas, deberán presentar declaración tributaria e invocar la norma en que se amparan. 

De acuerdo con el certificado de existencia y representación legal de COLMINAS, el objeto principal de la compañía es:

“LA EXPLORACIÓN Y EXPLOTACIÓN MINERAS, LA EXTRACCIÓN DE CARBÓN Y DE TODOS AQUELLOS MINERALES DERIVADOS DE ESTE. EN DESARROLLO DE DICHO OBJETO PODRÁ REALIZAR LAS SIGUIENTES ACTIVIDADES: A. EXTRACCIÓN DE MINAS Y CANTERAS, B. LA SOCIEDAD PODRÁ DESARROLLAR TODAS LAS ACTIVIDADES RELACIONADAS CON LA INDUSTRIA MINERA Y DEMÁS RECURSOS NATURALES NO RENOVABLES Y RENOVABLES, MINERALES METÁLICOS Y NO METÁLICOS. C. LA CONSTRUCCIÓN DE EDIFICACIONES COMPLETAS O PARTES DE EDIFICACIONES. D. CONSTRUCCIÓN DE OBRAS DE INGENIERÍA CIVIL; E. LA CONSTRUCCIÓN DE TODO TIPO DE OBRAS; F. COMERCIO AL POR MAYOR DE MATERIALES PARA CONSTRUCCIÓN; G. EJECUCIÓN DE TRABAJOS DE DEMOLICIÓN Y REPARACIÓN DE TERRENOS PARA LA CONSTRUCCIÓN; H. DEMOLICIÓN DE EDIFICIOS Y CASAS; O. TRABAJOS DE REPARACIÓN DE TERRENOS PARA OBRAS CIVILES; J. REFORMA Y REPARACIONES COMPLETAS DE EDIFICIOS Y CASAS; K. TRABAJOS DE EXCAVACIÓN, CIMENTACIÓN Y PERFORACIÓN PARA OBRAS CIVILES; L. LA FABRICACIÓN, COMPRA, VENTA Y DISTRIBUCIÓN DE IMPLEMENTOS, MÁQUINAS U EQUIPOS PARA EL SECTOR DE LA CONSTRUCCIÓN, SU IMPORTACIÓN Y EXPORTACIÓN; M. LA AGENCIA Y REPRESENTACIÓN DE FIRMAS NACIONALES E INTERNACIONALES DEL SECTOR DE LA CONSTRUCCIÓN Y DE LA MINERÍA; DESARROLLAR O CONSTITUIR EMPRESAS, FABRICAS O SOCIEDAES CUYO OBJETO SEA EL DESARROLLO DEL SECTOR DE LA CONSTRUCCIÓN Y DE LA MINERÍA, O FORMAR DE LAS YA CONSTITUIDAS, QUE DESARROLLEN ACTIVIDADES COMPLEMENTARIAS O CONEXAS CON SU OBJETO SOCIAL PRINCIPAL, SUSCRIBIR ACCIONES O APORTAR BIENES EN LAS MISMAS SOCIEDADES O INCORPORARLAS A LA SOCIEDAD MISMA; N. ARRENDAR, ADMINISTRAR, COMPRAR O VENDER FÁBRICAS O EMPRESAS CUYA ACTIVIDAD SEA AFIN O COMPLEMENTARIA AL SECTOR DE LA CONSTRUCCIÓN Y DE LA MINERÍA; O. FABIRCACIÓN PRODUCCIÓN, COMPRAVENTA, COMERCIALIZACIÓN, EXPORTACIÓN E IMPORTACIÓN DE MADERA, PIEDRA, ARENA, GRAVA, LADRILLO, CEMENTO, BALDOSINES Y OTROS; P. INVERTIR SUS FONDOS O DISPONIBILIDADES EN BIENES MUEBLES E INMUEBLES QUE PRODUZCAN RENDIMIENTO PERIÓDICO O RENTA, ARRENDAR, GRAVAR Y EN GENERAL ENAJENAR TODA CLASE DE BIENES MUEBLES E INMUEBLES; Q. LA PARTICIPACIÓN EN LICITACIONES PÚBLICAS O PRIVADAS DEL SECTOR DE LA CONSTRUCCIÓN; R. CONTRATAR LOS SERVICIOS NECESARIOS PARA LA REALIZACIÓN DEL OBJETO SOCIAL Y ESTABLECER PARA ELLO CUALQUIER TIPO DE REMUNERACIÓN PERMITIDA POR LA LEY. S. CELEBRAR Y EJECUTAR EN SU PROPIO O NOMBRE POR CUENTA DE TERCEROS O EN PARTICIPACIÓN CON ELLOS TODOS LOS ACTOS Y CONTRATOS, Y OPERACIONES COMERCIALES, INDUSTRIALES O FINANCIERAS NECESARIAS O CONVENIENTES PARA EL DESARROLLO Y CUMPLIMIENTO DEL OBJETO SOCIAL QUE ADEMÁS ESTÉN RELACIONADAS CON EL. T. ACEPTAR, DESCONTAR, ENDOSAR, PROTESTAR Y RECIBIR DINERO EN MUTUO CON O SIN INTERESES. EN GENERAL CELEBRAR ACTOS Y CONTRATOS QUE SE RELACIONEN DIRECTAMENTE CON EL OBJETO SOCIAL. PARA EL CUMPLIMIENTO DE SU OBJETO SOCIAL PRINCIPAL PODRÁ: 1. ADQUIRIR, ARRENDAR, SUMINISTRAR, GRAVAR, PRESTAR Y ENAJENAR BIENES MUEBLES E INMUEBLES; DARLOS EN ADMINISTRACIÓN O TOMARLOS EN ARRIENDO. 2. ADQUIRIR, POSEER, DAR O TOMAR EN ARRENDAMIENTO A OTRO TÍTULO ONEROSO, Y ENAJENAR, EQUIPOS, INSTALACIONES, MÁQUINAS INDUSTRIAL (sic), MUEBLES U OTROS IMPLEMENTOS O ACTIVOS DESTINADOS A LA DOTACIÓN, FUNCIONAMIENTO Y EXPLOTACIÓN DE EMPRESAS INDUSTRIALES, COMERCIALES O DE SERVICIOS.3. FORMAR PARTE DE OTRAS SOCIEDADES CUALQUIERA QUE SEA SU NATURALEZA Y OBJETO SOCIAL, ADQUIRIENDO O SUSCRIBIENDO ACCIONES, PARTES O CUOTAS DE INTERÉS SOCIAL O HACIENDO APORTES DE CUALQUIER ESPECIE; O FUSIONARSE CON OTRAS SOCIEDADES. 4. ADQUIRIR, POSEER Y EXPLOTAR PATENTES, NOMBRES COMERCIALES, MARCAS, SECRETOS INDUSTRIALES, LICENCIAS U OTROS DERECHOS CONSTITUTIVOS DE PROPIEDAD INDUSTRIAL; LA CONCESIÓN DE SU EXPLOTACIÓN A TERCEROS, ASÍ COMO LA ADQUISICIÓN DE CONCESIONES PARA SU EXPLOTACIÓN, 5. INVERTIR EN BIENES MUEBLES E INMUEBLES, EFECTUAR SU NEGOCIACIÓN, VENTA, PERMUTA, GRAVAMEN, ETC., PUDIENDO RESPECTO DE LOS INMUEBLES, PROMOVER O EJECUTAR TODOS LOS NEGOCIOS RELACIONADOS CON LA FINCA RAÍZ. 6. EFECTUAR CUALESQUIERA OPERACIONES DE CRÉDITO RELACIONADAS CON LA ADQUISICIÓN O VENTA DE BIENES MUEBLES O INMUEBLES. 7. NEGOCIAR TÍTULOS VALORES. 8. CELEBRAR CONTRATOS DE MUTUO, CON O SIN INTERESES. 9. CONSTITUIR CAUCIONES REALES O PERSONALES EN GARANTÍA DE LAS OBLIGACIONES QUE CONTRAIGA LA SOCIEDAD, SUS ACCIONISTAS O SOCIEDADES O EMPRESAS EN LAS QUE TENGA INTERÉS, SIEMPRE QUE, EN LOS DOS ÚLTIMOS CASOS SE CUENTE CON EL PREVIO VISTO BUENO DE LA JUNTA DIRECTIVA, 10. INVERTIR SUS FONDOS O DISPONIBILIDADES, EN ACTOS FINANCIEROS O VALORES MOBILIARIOS TALES COMO TÍTULOS EMITIDOS POR INSTITUCIONES FINANCIERAS O ENTIDADES PÚBLICAS, CÉDULAS HIPOTECARIAS, TÍTULOS VALORES, BONOS, ASÍ COMO SU NEGOCIACIÓN, VENTA, PERMUTA O GRAVAMEN. 11. COMPRAR Y VENDER, IMPORTAR Y EXPORTAR CUALQUIER CLASE DE BIENES, ARTÍCULOS O MERCADERÍAS RELACIONADOS CON LOS NEGOCIOS PRINCIPALES. 12. PARTICIPACIÓN EN LICITACIONES Y CONCURSOS PÚBLICOS Y PRIVADOS O EN CONTRATACIONES DIRECTAS. 13. EN GENERAL, EJECUTAR, DESARROLLAR Y LLEVAR A TÉRMINO TODOS AQUELLOS ACTOS O CONTRATOS RELACIONADOS DIRECTAMENTE CON LOS QUE CONSTITUYAN SU OBJETO SOCIAL. ASÍ MISMO, PODRÁ LA SOCIEDAD PROMOVER INVESTIGACIONES CIENTÍFICAS O TECNOLÓGICAS DE CUALQUIER NATURALEZA Y MATERIA, YA SEA DIRECTA O A TRAVÉS DE ENTIDADES ESPECIALIZADAS, Y EFECTUAR DONACIONES O CONTRIBUCIONES CON FINES CIENTÍFICOS, CULTURALES O DE DESARROLLO SOCIAL DEL PAÍS.”

Se tiene entonces que la demandante, además de efectuar la actividad principal industrial de extracción y explotación de carbón y sus derivados, puede realizar otras actividades de carácter comercial y de servicios, que la hacen sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio. 

Sin embargo, y como acertadamente  lo consideró el Tribunal, una cosa es que COLMINAS sea sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio por la realización de actividades gravadas (industriales, comerciales y de servicios), y otra diferente es que por virtud de las exclusiones o exenciones que señala la ley, en este caso, el Acuerdo 019 de 1993, los ingresos que reciba la parte actora por la ejecución de tales actividades, deban ser detraídos de la base gravable del impuesto. En uno u otro caso, por el hecho de ser sujeto pasivo del impuesto, está obligada a cumplir la obligación formal de declarar. 

De allí que la regulación del artículo 8º del Acuerdo 019 de 1993, en cuanto exige la presentación de la declaración del impuesto de industria y comercio a los sujetos beneficiarios del régimen exceptivo señalado en el artículo 39 de la Ley 14 de 1983, se ajuste a la Constitución Política y a la Ley.
 

Esta obligación se justifica porque sólo así la administración puede identificar cuál es el valor que el contribuyente detraerá de la base gravable del impuesto de industria y comercio. Y, además, esa declaración le permite corroborar a la Administración que se trata de productos nacionales efectivamente exportados, para el caso del literal b) del artículo 39 ibídem, y verificar así, si el sujeto pasivo realiza exclusivamente actividades exentas o si también realiza actividades comerciales, industriales o de servicio gravadas. 

En el caso en examen, el Tribunal tuvo en cuenta que COLMINAS vendió el carbón que produjo a una sociedad comercializadora internacional de carbón (COLCARBÓN S.A.). Que esa venta constituyó exportación conforme con el Decreto 1740 de 1994. Que, por lo tanto, en virtud de la prohibición legal del artículo 39, numeral 2º, literal b) de la Ley 14 de 1983, por remisión del artículo 8º del Acuerdo 019 de 1993, estaba exenta del impuesto. Esta conclusión se apoyó en cierto certificado del revisor fiscal de COLCARBÓN S.A., que acredita que la producción de carbón que le compró a COLMINAS en el periodo gravable discutido, se destinó en su totalidad a la exportación. 
De acuerdo con las pruebas que obran en el expediente, se tiene que COLMINAS presentó la declaración del impuesto de industria y comercio del período gravable 2002, en la que reportó un total de ingresos brutos de $1.055.324.000 y unas deducciones de $1.045.777.000.

En la respuesta al emplazamiento para corregir, COLMINAS afirmó que de acuerdo con su contabilidad, “los únicos ingresos gravados con el impuesto de industria y comercio (…) en la jurisdicción municipal, corresponden a ingresos por incapacidades y otros conceptos no operacionales, (…)”

También se observa que en el dictamen pericial realizado en el proceso, el perito concluyó que COLMINAS S.A., en el año 2002, obtuvo ingresos operacionales de   $1.036.229.560, derivados de la venta de carbón mineral y antracita a COLCARBÓN S.A. extraído de la mina Montecristo, ubicada en el municipio de Cucunubá, e ingresos no operacionales de $9.547.237, correspondientes a recuperaciones de depreciación y reintegro de otros costos, indemnizaciones recibidas de las empresas promotoras de salud (EPS) por concepto de incapacidades médicas  y diversos (ajuste al peso).  Este dictamen no fue objetado por el municipio de Cucunubá. 

De igual manera, obra en el expediente una certificación del 3 de noviembre de 2006, suscrita por el Revisor Fiscal de COLCARBÓN S.A. C.I., que da cuenta de que “el total de las compras de carbón del año 2002, equivalente a 26,981,56 Toneladas métricas, por valor total de $1.036.229.560,oo compradas a la sociedad COLMINAS S.A. (…) fueron destinadas en su totalidad a la exportación. 

De acuerdo con las anteriores pruebas, que no fueron objetadas por el municipio demandado, para la Sala, COLMINAS S.A. demostró que exportó su producción cuando la vendió a la sociedad comercializadora internacional. En consecuencia, le era aplicable el beneficio derivado de la prohibición del literal b), numeral 2º, del artículo 39 de la Ley 14 de 1983, en el sentido de que el municipio de Cucunubá no podía gravar los ingresos derivados de las exportaciones.
Ahora bien, como COLMINAS es sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio en el municipio de Cucunubá, estaba en la obligación de declarar  la totalidad de los ingresos brutos que obtuvo en el año 2002 por el desarrollo de actividades industriales, comerciales o de servicios en dicha jurisdicción, pero, así mismo, tenía el derecho de detraer de la base gravable los ingresos a que alude el literal b), numeral 2º, del artículo 39 de la Ley 14 ibídem. 

Resuelto lo anterior, la Sala pasa a establecer si las sanciones por extemporaneidad y por inexactitud que el municipio demandado le impuso a la demandante se ajustaron a lo dispuesto en la ley. 

3) DE SI EL MUNICIPIO DE CUCUNUBÁ VIOLÓ LOS ARTÍCULOS 642 Y 647 DEL E.T., POR APLICACIÓN INDEBIDA, Y LOS 55 Y 56 DEL ACUERDO 019 DE 1993, POR FALTA DE APLICACIÓN Y, SI POR TANTO, LA PARTE ACTORA ERA ACREEDORA A LAS SANCIONES POR INEXACTITUD Y EXTEMPORANEIDAD. 

Para la demandante, los artículos 66 y 59 de las Leyes 383 de 1997 y 788 de 2002, respectivamente, habilitan a los departamentos y municipios para que adopten las sanciones previstas en el Estatuto Tributario Nacional.  Sin embargo, dijo que el hecho sancionable, la base de la sanción y la forma de liquidación están sujetos a reglamentación. Por eso, indicó que no era ilegal que el municipio demandado impusiera las sanciones de los artículos 642 y 647 del E.T., inciso segundo, sin haber adoptado la normatividad interna para su aplicación, aún cuando el impuesto a cargo fuera cero. 

Por su parte, el municipio de Cucunubá dijo que no desconoció el artículo 59 de la Ley 788, toda vez que, en el caso de la demandante, tuvo en cuenta el régimen sancionatorio del Estatuto Tributario Nacional. Adicionalmente, dijo que los actos acusados no desconocieron lo dispuesto en el artículo 647 E.T., sino que, por el contrario, liquidaron la sanción por inexactitud reducida de que trata el artículo 709 del mismo ordenamiento.

Para la Sala, las normas aplicables al caso de la demandante eran los artículos 55 y 56 del Acuerdo 019 de 1993, por las siguientes razones: 

Si bien, para el momento de ocurrencia de los hechos objeto de sanción, año 2005
, el Municipio de Cucunubá no había modificado el Acuerdo 019 de 1993, fue la norma que se tuvo en cuenta para imponer la sanción por inexactitud y por extemporaneidad.
La parte actora alegó la indebida aplicación de los artículos 55 y 56 del Acuerdo, porque consideró que se debieron aplicar los artículos 642 y 647 del E.T., por el simple hecho de que se debía aplicar la Ley 788 de 2002.

La Sala reitera que la aplicación de los artículos 55 y 56 del Acuerdo 019 de 1003 hecha por el municipio no configura un caso de violación de la ley que sustente la nulidad de los actos administrativos demandados. La nulidad sólo procedería en el caso en que la norma territorial no tipificara la infracción administrativa ni su condigna sanción. Si la norma territorial tipifica y describe la infracción y autoriza imponer las sanciones correspondientes, la norma territorial sería inaplicable solo en el evento en que contemple una situación más gravosa en contra del contribuyente.

En relación con el monto de la sanción, lo indicado es ajustar siempre ese monto a lo autorizado por la norma más favorable. Si la autoridad tributaria no procedió así, el juez puede, en ejercicio de la facultad prevista en el artículo 170 del C.C.A. sustituir el acto administrativo en este punto para restablecer el derecho, sin que sea dable generar una situación de impunidad optando por la mera y simple nulidad del acto.

Para el efecto, se cotejan las normas territoriales y nacionales que regulan la sanción:
	ACUERDO 019 DE 1993
	ESTATUTO TRIBUTARIO

	ARTÍCULO 55

Constituye inexactitud la omisión de ingresos susceptibles de gravamen, la inclusión de descuentos, exenciones o deducciones inexistentes. El monto de la sanción por tal concepto será el equivalente al 100% del valor del impuesto anual, dejado de pagar. 

	ARTÍCULO 647. SANCIÓN POR INEXACTITUD
Constituye inexactitud sancionable en las declaraciones tributarias, la omisión de ingresos, de impuestos generados por las operaciones gravadas, de bienes o actuaciones susceptibles de gravamen, así como la inclusión de costos, deducciones, descuentos, exenciones, pasivos, impuestos descontables, retenciones o anticipos, inexistentes, y, en general, la utilización en las declaraciones tributarias, o en los informes suministrados a las Oficinas de Impuestos, de datos o factores falsos, equivocados, incompletos o desfigurados, de los cuales se derive un menor impuesto o saldo a pagar, o un mayor saldo a favor para el contribuyente o responsable. Igualmente, constituye inexactitud, el hecho de solicitar compensación o devolución, sobre sumas a favor que hubieren sido objeto de compensación o devolución anterior. 

La sanción por inexactitud será equivalente al ciento sesenta por ciento (160%) de la diferencia entre el saldo a pagar o saldo a favor, según el caso, determinado en la liquidación oficial, y el declarado por el contribuyente o responsable. Esta sanción no se aplicará sobre el mayor valor del anticipo que se genere al modificar el impuesto declarado por el contribuyente. 

	ARTÍCULO 56

Los contribuyentes que no presenten declaración dentro de los términos o plazos fijados en este acuerdo, incurrirán en una sanción por extemporaneidad equivalente al diez por ciento (10%) del impuesto, por mes o fracción de mes de retardo, hasta un máximo de un cien por ciento (100%) del impuesto.


	Artículo 642. EXTEMPORANEIDAD EN LA PRESENTACIÓN DE LAS DECLARACIONES CON POSTERIORIDAD AL EMPLAZAMIENTO.
 

El contribuyente, responsable, agente retenedor o declarante, que presente la declaración con posterioridad al emplazamiento, deberá liquidar y pagar una sanción por extemporaneidad por cada mes o fracción de mes calendario de retardo, equivalente al diez por ciento (10%) del total del impuesto a cargo o retención objeto de la declaración tributaria, sin exceder del doscientos por ciento (200%) del impuesto o retención, según el caso.
Cuando en la declaración tributaria no resulte impuesto a cargo, la sanción por cada mes o fracción de mes calendario de retardo, será equivalente al uno por ciento (1%) de los ingresos brutos percibidos por el declarante en el período objeto de declaración, sin exceder la cifra menor resultante de aplicar el diez por ciento (10%) a dichos ingresos, o de cuatro (4) veces el valor del saldo a favor si lo hubiere, o de la suma de $100.149.000 cuando no existiere saldo a favor. En caso de que no haya ingresos en el período, la sanción por cada mes o fracción de mes será del dos por ciento (2%) del patrimonio líquido del año inmediatamente anterior, sin exceder la cifra menor resultante de aplicar el veinte por ciento (20%) al mismo, o de cuatro veces el valor del saldo a favor si lo hubiere, o de la suma de $100.149.000 cuando no existiere saldo a favor.


Sanción por Inexactitud:

Comparando las citadas disposiciones, la Sala aprecia que tipifican los mismos hechos. Sin embargo, el artículo 55 del Acuerdo 019 de 1993 si difiere del artículo 647 del E.T., pues, mientras que el primero tasa la sanción en el 100% del valor del impuesto anual dejado de pagar, el segundo, tasa la sanción en un monto mayor, esto es, en el 160% de la diferencia entre el saldo a pagar.
En ese contexto, la norma aplicable al caso concreto sería el artículo 55 del Acuerdo 019 de 1993, por ser más favorable. Esa sería una razón suficiente para declarar la nulidad parcial de los actos acusados y reajustar la sanción al monto establecido en la norma territorial.
Sin embargo, la Sala considera oportuno precisarle al Municipio demandado que, en el caso concreto, tampoco era procedente imponer a la parte actora la sanción por inexactitud, porque los hechos no se subsumen en los presupuestos de la infracción.

En efecto, en el caso concreto, es un hecho no discutido que COLMINAS S.A., el día 25 de octubre de 2005, en virtud del emplazamiento del municipio de Cucunubá, presentó la declaración del Impuesto de Industria y Comercio del año gravable 2002, en la que registró un total de ingresos brutos de $1.055.324.000, deducciones de $1.045.777.000, sanción por extemporaneidad de $218.000, intereses de mora de $67.000 y, un impuesto a pagar de $394.000.

También, es un hecho no discutido que el municipio de Cucunubá, en la liquidación oficial cuya nulidad se demanda (002 del 11 de septiembre de 2006), tomó el total de ingresos brutos de $1.055.324.000 como deducibles y liquidó las sanciones por extemporaneidad en cuantía de $95.316.000 y por inexactitud de $151.875.200, para un total a pagar de $247.191.000, así:

	CONCEPTO
	LIQUIDACIÓN PRIVADA
	LIQUIDACIÓN OFICIAL
	MAYOR VALOR DETERMINADO

	Total ingresos brutos anuales
	1.055.324.000
	1.055.324.000
	0

	Menos deducciones
	1.045.777.000
	1.055.324.000
	9.547.000

	Base gravable años 2002
	9.547.000
	0
	0

	Tarifa 7 x mil
	0
	0
	0

	ICA
	95.000
	0
	-95.000

	Avisos y tableros
	14.000
	0
	-14.000

	Mora 31 meses
	0
	0
	0

	Más sanción de extemporaneidad (art. 642 inc 2 E.T.N.)
	218.000
	95.316.000
	95.098.000

	Más intereses de mora
	67.000
	0
	-67.000

	Más sanción por inexactitud (160%) (art. 647 E.T.N.)
	0
	151.875.200
	151.875.200

	TOTAL A PAGAR
	394.000
	247.191.200
	246.797.200


En la parte explicativa de la liquidación oficial, el municipio sostuvo que la parte actora incurrió en inexactitud, porque calculó la base gravable del ICA sobre ingresos operacionales que, conforme con el artículo 77 de la Ley 49 de 1990, están exentos. Que, en consecuencia, procedía la sanción por inexactitud del artículo 647 E.T. 

Conforme con el Acuerdo 019, la sanción por inexactitud correspondía al 100% del valor del impuesto anual dejado de pagar, y procedía solamente en los casos en que el contribuyente omitiera “ingresos” susceptibles de gravamen, o incluyera descuentos, exenciones o deducciones inexistentes.

En el caso, lo que se evidencia es que la parte actora nunca omitió ingresos ni invocó deducciones inexistentes. Por el contrario, para el municipio demandado constituyó inexactitud el hecho de que la demandante no hubiera declarado la totalidad de ingresos brutos ($1.055.324.000) como deducibles (o no gravados con el impuesto), hecho que no está contemplado como infracción. 

Además, como se dijo anteriormente, en el dictamen pericial que se practicó en el proceso, el cual no fue objetado por las partes, a partir de la contabilidad y del estado de resultados de la empresa demandante, el perito concluyó que la parte actora, en el año 2002, tuvo ingresos no operacionales de $1.036.229.560 y operacionales de $9.547.237. 

En ese orden, no era cierto, como lo adujo el municipio de Cucunubá en los actos demandados, que la demandante tuviera que detraer de la base gravable los ingresos no operacionales por $9.547.000, toda vez que, por el contrario, éstos fueron ingresos que obtuvo COLMINAS por el desarrollo actividades distintas a la relacionada con la producción de carbón destinado para la exportación; es decir, fueron ingresos no operacionales que sí están gravados con el impuesto. 

Con todo, del análisis de la liquidación oficial acusada se tiene que el municipio demandado, sin explicación alguna, simplemente tomó la totalidad de los ingresos brutos que había declarado la demandante, sin importar si dentro de estos estaban los ingresos no operacionales, y los dedujo del impuesto con el fin de obtener una base gravable de cero pesos. 
En consecuencia, no había base sobre la cual liquidar la sanción por inexactitud que, se reitera, se liquida sobre el valor del impuesto dejado de pagar. La liquidación oficial acusada muestra cómo el municipio, de manera arbitraria, liquidó la sanción sobre la sanción por extemporaneidad, lo que evidentemente violó el artículo 647 del E.T., por interpretación errónea, norma que invocó el municipio demandado como fundamento de la sanción por inexactitud, y el artículo 55 del Acuerdo 019 de 1993, por falta de aplicación. 
Por lo tanto, se declarará la nulidad de los actos acusados por haber impuesto de manera improcedente la sanción por inexactitud.
Sanción por Extemporaneidad

Cotejados los artículos 56 del Acuerdo 019 de 1993 y el artículo 642 del E.T. aprecia la Sala que el monto de la sanción, en ambas normas, se tasó en el 10% del total del impuesto a cargo. Tan sólo difieren en el monto máximo que se puede imponer, pues, mientras el artículo 56 del Acuerdo 019 de 1993 dispone que el monto máximo no puede exceder del 100%, el artículo 642 del E.T. dispone que no puede exceder del 200%. 
En ese contexto, es más favorable la sanción del artículo 56 del Acuerdo 019 de 1993. Sin embargo, no obstante que está probado que la parte actora debió cumplir con el deber de declarar por los años 2001 a 2004 y que cumplió la obligación tan solo en el año 2005, se tipifica el hecho infractor, pero en ausencia de base para liquidar la sanción, era improcedente aplicar la tarifa del 10%.

Y dado que el municipio no fundamentó la actuación en el inciso segundo del artículo 642 E.T., ni le brindó a la parte actora en la vía administrativa, la oportunidad para discutir sobre ese aspecto, la Sala declarará la nulidad total de los actos administrativos demandados.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta,  administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

F A L L A

1. CONFÍRMASE  la sentencia apelada por las razones expuestas en la parte considerativa de esta providencia. 

Cópiese, notifíquese, comuníquese y devuélvase el expediente al Tribunal  de origen. Cúmplase.

Esta providencia se estudió y aprobó en la sesión de la fecha.

HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS

Presidente de la Sala

MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA
ACLARO VOTO
WILLIAM GIRALDO GIRALDO

CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRÍGUEZ
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� Al proceso administrativo le corresponden múltiples procedimientos administrativos, siendo el general el previsto en la primera parte del C.C.A. y, los especiales, los previstos en normas especiales, como los estatutos tributarios territoriales.





Tales procedimientos administrativos comprenden el nacimiento, la expedición la existencia y la eficacia del acto administrativo. Y tiene como objetivo producir una decisión administrativa teniendo en cuenta el interés general y los intereses particulares y, además, legitimada o con vocación de legitimarse.





Además, el procedimiento administrativo comprende, entre otras, las actuaciones administrativas iniciadas por particulares en cumplimiento de un deber legal y las actuaciones administrativas iniciadas de oficio. También están las actuaciones iniciadas en virtud del derecho de petición.








� Gaceta 398. Proyecto de Ley 80 de 2002. Artículo 52. Procedimiento tributario territorial. Los departamentos y municipios aplicarán los procedimientos establecidos en el Estatuto Tributario Nacional, para la administración, determinación, discusión, cobro, devoluciones, régimen sancionatorio incluida su imposición, a los impuestos por ellos administrados. Así mismo aplicarán el procedimiento administrativo de cobro a las multas, derechos y demás  recursos territoriales.  El monto de las sanciones y el término de la aplicación de los procedimientos anteriores,  podrán disminuirse y simplificarse acorde con la naturaleza de sus tributos,  y teniendo en cuenta la proporcionalidad de estas respecto del monto de los impuestos. 


El Gobierno Nacional dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedición de esta ley elaborará un modelo de Estatuto Tributario Territorial siguiendo los parámetros anteriores, el cual servirá de marco orientador para la aprobación por parte de las Asambleas y Concejos de sus correspondientes Estatutos Tributarios.


� Gaceta 614 del 18 de diciembre de 2002. “Se estableció la obligación para los Departamentos y Municipios de aplicar los procedimientos del Estatuto Tributario Nacional para los impuestos que administren.


Se conceden Facultades Extraordinarias al Presidente de la República por el término de seis (6) meses para expedir el régimen procedimental y sancionatorio aplicable a los tributos territoriales.


Artículo 61. Facultades extraordinarias. Facúltase al señor Presidente de la República por el término de seis meses contados a partir de la vigencia de la presente Ley, para que expida el régimen procedimental y sancionatorio de los tributos de las entidades territoriales consultando la estructura sustantiva de los mismos. Tales facultades deben ser ejercidas previa consulta y atención de una comisión asesora integrada por un Senador de la Comisión Tercera del Senado, un Representante de la Comisión Tercera de la Cámara, un representante de la Federación Nacional de Departamentos, un representante de la Federación Colombiana de Municipios y un miembro de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado designado por el Presidente de dicha Sala.


 


� En el análisis que la Corte Constitucional hizo sobre los cargos propuestos contra el artículo 61 de la Ley 788 de 2002, que terminó en la declaratoria de inexequible dijo en la sentencia C- 485 de 2003:


“20. Como se recuerda, el artículo 60 de la Ley 788 de 2002 concede facultades extraordinarias al Presidente de la República para  “que expida el régimen procedimental y sancionatorio de los tributos de las entidades territoriales consultando la estructura sustantiva de los mismos”. Estas facultades se conceden por seis meses contados a partir de la entrada en vigencia de la Ley y para ejercerlas el Presidente debe consultar previamente una comisión integrada por un Senador de la Comisión Tercera del Senado, un Representante de la Comisión Tercera de la Cámara, un representante de la Federación Nacional de Departamentos, un representante de la Federación Colombiana de Municipios y un miembro de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado designado por el Presidente de dicha Sala.


 Contra esta disposición la demanda formula tres cargos: según el primero, la norma desconocería la prohibición constitucional de otorgar facultades extraordinarias para expedir códigos, contenida en el numeral 10° del artículo 150 de la Carta; el segundo cargo consiste en sostener que  el principio de legalidad tributaria a que se refiere el primer inciso del artículo 338 superior, según el cual “en tiempo de paz, solamente el Congreso, las asambleas departamentales y los concejos distritales y municipales podrán imponer contribuciones fiscales o parafiscales”, implica que el legislativo no puede otorgar facultades extraordinarias para expedir un régimen sancionatorio en materia tributaria, pues, a juicio del actor, la sanción forma parte de la noción sustancial de tributo. Finalmente, el tercer cargo de inconstitucionalidad se estructura sobre la consideración según la cual el principio de legalidad de la pena recogido en el canon 29 de la Constitución hace necesario que sea el propio Congreso y no el legislador extraordinario en que fije las sanciones tributaria.


 21. Antes de entrar en el estudio de las anteriores acusaciones, la Corte aprecia que es necesario adelantar un examen relativo a la precisión de la facultades extraordinarias concedidas al Ejecutivo por el artículo 60 de la Ley bajo examen, según el cual la atribución legislativa se concede para que el señor Presidente de la República “expida el régimen procedimental y sancionatorio de los tributos de las entidades territoriales consultando la estructura sustantiva de los mismos”. En efecto, encuentra que resulta necesario determinar cuál es el objeto o materia de estas facultades, especialmente por la confusión que origina el texto del artículo inmediatamente anterior. Esta norma dispone lo siguiente:


(…)





Conforme al artículo trascrito, el procedimiento tributario de los impuestos territoriales es el establecido en el Estatuto Tributario Nacional. También el régimen sancionatorio es el consagrado en esta normatividad nacional. De esta manera, una vez que en ejercicio de las facultades extraordinarias concedidas por el artículo 60 de la Ley bajo examen, fuera expedido por el Presidente el régimen procedimental y sancionatorio de los tributos de las entidades territoriales, surgiría la duda respecto de cuál de las dos normatividades resultaría aplicable en estas materias: si la del mencionado Estatuto, o la contenida en el decreto extraordinario que expediría el Ejecutivo. 


 El estudio de los antecedentes legislativos de los artículos 59 y 60 revela lo siguiente:


 En el proyecto inicial que fue presentado por el Gobierno a la consideración del Congreso, no se preveían las facultades extraordinarias que finalmente fueron consignadas en el artículo 60 de la Ley. Sin embargo, se establecía que los departamentos y municipios aplicarían el procedimiento administrativo del Estatuto Tributario Nacional, para la administración, determinación, discusión, cobro, devoluciones, régimen sancionatorio incluida su imposición, a los impuestos por ellos administrados. Con lo anterior se pretendía solucionar el problema que venía presentándose de incertidumbre acerca de la normatividad aplicable, y que fue explicado en la exposición de motivos así:


(…)


 En los términos anteriores se justificaba la aplicación del Estatuto Tributario Nacional al procedimiento y al régimen sancionatorio de los tributos territoriales. No obstante, esta aplicación se veía acompasada por la existencia de un “estatuto base o modelo”, que serviría de guía para que las entidades locales modularan o adaptaran  el procedimiento tributario nacional, que en ciertos aspectos no se adecuaba a los impuestos del orden territorial. Para eso, en el parágrafo del artículo que establecía la aplicación del Estatuto Tributario Nacional, se ordenaba al Gobierno Nacional elaborar un modelo de Estatuto Tributario Territorial, el cual serviría de marco orientador para la aprobación por parte de las Asambleas y Concejos de sus correspondientes Estatutos Tributarios. Justificando lo anterior, en la exposición de motivos el Gobierno dijo:


“De otra parte, la opción de modular las sanciones y los términos del procedimiento buscando simplificarlo y disminuirlas, solucionaría el problema que se presenta al trasladar mecánicamente un esquema diseñado para manejar Renta e IVA y no para los impuestos al consumo. Con el ánimo de otorgar una guía orientadora para modular técnicamente los procedimientos y las sanciones, se ordena al gobierno producir un Estatuto Base o Modelo, que les permita a las Asambleas y Concejos tener un parámetro adecuado, para en el ejercicio de su autonomía, adoptar sus propios regímenes. 


 Durante el debate parlamentario, la parte del proyecto que ordenaba al Gobierno producir el Estatuto Base o Modelo que serviría de guía a las asambleas y concejos para adoptar su propios regímenes fue substituida por el actual artículo 60 mediante el cual se conceden al Presidente las facultades extraordinarias, norma cuya constitucionalidad se ha estudiado en la presente sentencia. Este cambio en el proyecto se justificó indicando que “el procedimiento y sanciones previstos en el Estatuto Tributario no se adecuan a los tributos del orden territorial.– 


 Sin embargo, los antecedentes legislativos no explican con suficiente claridad por qué razón se mantuvo el texto del artículo 59, conforme al cual los departamentos y municipios deben aplicar el Estatuto Tributario Nacional en todo lo referente al régimen procedimental y sancionatorio de los impuestos que administran. Así, el tenor de esta disposición parece contradecir el del artículo siguiente que concede facultades extraordinarias al Ejecutivo para expedir un régimen referente a los mismos asuntos. No es entonces claro cuál es el propósito para el cual se otorgan las atribuciones que menciona el artículo 60, ni el alcance de las mismas si, como lo prescribe el artículo anterior, debe continuar aplicándose el Estatuto Tributario Nacional justamente en aquellas materias objeto de las facultades extraordinarias. 


 22. Lo anterior basta a la Corte para considerar que es confuso el fin para el cual se conceden las mencionadas facultades y la materia sobre la cual recaen las mismas. Esta circunstancia se erige en un vicio de inconstitucionalidad, pues tal confusión resulta contraria al requisito de precisión que exige el ordenamiento superior en el numeral 10 de su artículo 150, requisito que cobró especial relevancia en la Constitución Política de 1991, cuyo espíritu pretendió que la institución de la habilitación legislativa al Presidente de la República no fuera objeto de los abusos y excesos  que se habían visto hasta entonces. 


(…)





23. Como se dijo, en el presente caso, el artículo 60 de la Ley 788 de 2002 no sólo resulta confuso en cuanto a la materia sobre la cual se concede la autorización para legislar, por efectos del alcance normativo del artículo 59 anterior, sino que en él se echa de menos el señalamiento de la finalidad concreta que debe perseguir el Ejecutivo al ejercer las facultades que se le conceden. Tampoco es suficiente el único criterio orientador de la actividad legislativa del Ejecutivo que menciona la norma cuando afirma que la atribución se debe llevar a cabo “consultando la estructura sustantiva” de los tributos territoriales. Esta indicación es insuficiente, si se tiene en cuenta la multiplicidad e importancia de asuntos implicados en la regulación cuya expedición se defiere al Gobierno, tales como el respeto del ámbito de autonomía que en materia tributaria compete a las entidades territoriales, la adecuación del procedimiento a una estructura administrativa disímil en cada entidad territorial y otros asuntos cuya peculiar regulación ameritaba el señalamiento de pautas concretas por parte del legislador.” 


 





� Gaceta 398 de 2002 Cámara.


� Sentencia C-1114 de 2003. 


� “Ley 153 de 1887. Artículo 40. Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. Pero los términos que hubieren empezado a correr, y las actuaciones y diligencias que ya estuvieren iniciadas, se regirán por la ley vigente al tiempo de su iniciación.





� ARTICULO 707. RESPUESTA AL REQUERIMIENTO ESPECIAL. Dentro de los tres (3) meses siguientes, contados a partir de la fecha de notificación del requerimiento especial, el contribuyente, responsable, agente retenedor o declarante, deberá formular por escrito sus objeciones, solicitar pruebas, subsanar las omisiones que permita la ley, solicitar a la Administración se alleguen al proceso documentos que reposen en sus archivos, así como la práctica de inspecciones tributarias, siempre y cuando tales solicitudes sean conducentes, caso en el cual, éstas deben ser atendidas. 





� “ARTÍCULO QUINCUAGÉSIMO SEGUNDO. La Tesorería Municipal deberá requerir al contribuyente por escrito, por una sola vez para que aclare situaciones o presente pruebas que demuestren la exactitud de los datos declarados. 





En el requerimiento deberá indicarse claramente los motivos de la investigación y término dentro del cual deba dar contestación, que no podrá ser superior a quince (15) días hábiles. 





PARÁGRAFO PRIMERO: Cuando el contribuyente no conteste el requerimiento especial o lo haga fuera del término establecido por ello (sic), se presumirán ciertos los hechos materia de la investigación. 





PARÁGRAFO SEGUNDO: Si el contribuyente en respuesta al requerimiento acepta los hechos de los cuales resulta un mayor valor del impuesto, la sanción por inexactitud a que hubiere lugar respecto de la suma aceptada se reducirá en un cincuenta por ciento (%50). 





PARÁGRAFO TERCERO: La liquidación oficial de revisión no podrá referirse a hechos que no hubieren sido contemplados en el requerimiento especial. 





PARÁGRAFO CUARTO: Serán nulas las liquidaciones oficiales o de revisión practicadas sin que medie el requerimiento de que trata este artículo.”


� “ARTICULO SEPTIMO (sic): No serán sujetos pasivos del Impuesto de Industria y Comercio, los casos contemplados en el Artículo 39 de la Ley 14 de 1.983 (sic)”.





� En la sentencia del 7 abril de 2011, la Sala concluyó que el artículo 7° del Acuerdo 19 de 1993 consagra exenciones al impuesto de industria y comercio, por cuanto se trata de actividades que, en principio, son gravadas, pero que en virtud del acuerdo gozan de un régimen especial.





� En la sentencia del 7 abril de 2011, expediente 250002327000200600562-01 (16949), consejero ponente Hugo Fernando Bastidas Bárcenas, la Sala se pronunció frente a la pretensión de nulidad parcial del Acuerdo 019 de 1993. En aquella oportunidad, entre otros aspectos, se concluyó que una entidad territorial tiene la potestad para “exonerar” o establecer “tratamientos preferenciales” y, así mismo, para regular, a efectos de ejercer los controles respectivos, los aspectos referentes a las obligaciones formales que se deriven del régimen de exención o de los tratamientos preferenciales. Una de esas obligaciones formales puede ser la de “declarar”, obligación que atañe al sujeto responsable del impuesto. Y son responsables del impuesto de industria y comercio, en general, todas aquellas personas naturales o jurídicas que realicen actividades comerciales, industriales y de servicios. 





� Año en que la parte actora presentó extemporáneamente las declaraciones de ICA


� Texto vigente al año 2005





